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	Honorable Cámara de Diputados

 Provincia de Buenos Aires




El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

Ley:

ARTÍCULO 1º.- Incorporación. Incorpórese a la Ley Nº 13.982 de Personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires, como artículo 55 bis, el siguiente texto:

“ARTÍCULO 55 bis.- Las actuaciones que se sustancien son públicas, a menos que se establezca su secreto por acto fundado y por tiempo determinado.” 

ARTÍCULO 2º.- De forma. Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Fundamentos

Señor Presidente:

El control de las instituciones policiales por parte de la sociedad civil es un aspecto fundamental de nuestra democracia y lo es, en particular, la fiscalización de las conductas funcionales y la sanción de las irregularidades o delitos cometidos por sus miembros.

Estos preceptos tienen una relevancia singular con relación a la Policía de la Provincia de Buenos Aires, la que está atravesada por prácticas abusivas y corruptivas que se reproducen bajo un manto de sospechosa parsimonia por parte de las autoridades ministeriales del sector y, en particular, de la inactividad recurrente de las instancias encargadas del control interno del desempeño policial, de la investigación de faltas y delitos y del juzgamiento administrativo.
La Auditoría General de Asuntos Internos, dependiente del Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, es el organismo encargado de auditar, investigar y sancionar a los agentes policiales por las faltas en las que hubieren incurrido. Sin embargo, sus procedimientos sumariales permanecen prácticamente en secreto, tanto para las víctimas o denunciantes como para el resto de los miembros de la institución policial y para el conjunto de la sociedad.
Esta modalidad irregular de tramitación de las actuaciones sumariales, basada en interpretaciones incorrectas de la norma reglamentaria que rige el accionar del procedimiento señalado, ha desvirtuado, como decíamos, una parte significativa del procedimiento: la publicidad y, por lo tanto, las posibilidad de control de lo actuado en el marco de la Auditoría General de Asuntos Internos.

Ello impide que las víctimas de acciones ilegales cometidas por la policía que detentan la condición de particulares damnificados reconocidos por la justicia puedan conocer lo actuado en sede administrativa y, en su caso, aportar al trámite de la investigación penal lo que consideren conveniente.

La publicidad de las causas penales está establecida en el artículo 169 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires.

Artículo 169.- Los procedimientos ante los tribunales son públicos; sus acuerdos y sentencias se redactarán en los libros que deben llevar y custodiar; y en los autos de las causas en que conocen, y publicarse en sus salas respectivas de audiencia, a menos que a juicio del tribunal ante quien penden, la publicidad sea peligrosa para las buenas costumbres, en cuyo caso debe declararlo así por medio de un auto.

Resulta ciertamente paradójico que, en la Provincia de Buenos Aires, si se presume que un agente policial ha cometido un delito, la justicia penal lo investiga en el marco de una causa que es pública pero la tramitación del sumario en la que se resolverá la posibilidad de una sanción administrativa tiene un desarrollo prácticamente secreto tanto para las partes como para la sociedad en general.
Por lo tanto, consideramos necesario que las actuaciones disciplinarias que se sustancien sean públicas, a menos que se establezca su secreto por acto fundado y por tiempo determinado. Y, para ello, proponemos la incorporación de un nuevo artículo estableciendo esta prescripción en el Título llamado “Régimen Disciplinario” de la Ley 13.982 de Personal de las Policías de la Provincia de Buenos Aires.
Asimismo, con esta propuesta apuntamos a poner en sintonía el régimen disciplinario policial con otros procedimientos similares establecidos en el sistema jurídico provincial, como los que surgen de las normas establecidas para los procedimientos administrativos en el Decreto-Ley 7647/70 -texto actualizado con las modificaciones introducidas por la Ley 13262, 13708 y 14229-, llamado  “Normas de procedimiento administrativo”, en cuyo artículo 11 se establece:
Artículo 11 (Texto según Ley 14.229).- La parte interesada, su apoderado o letrado patrocinante, tendrán acceso al expediente durante todo su trámite, pudiendo, a su cargo, copiar o fotocopiar todas sus partes. El pedido de vista podrá hacerse verbalmente y se concederá sin necesidad de resolución expresa al efecto, en la oficina en que se encuentre el expediente, aunque no sea la mesa de entradas o receptoría.

El párrafo anterior del presente artículo será exhibido en todas las reparticiones de la Administración centralizada, descentralizada y entes autárquicos al público.
Por cierto, la eventual sanción legislativa de la presente iniciativa traería aparejada la modificación del Decreto 1050/09 mediante el cual se reglamenta la Ley 13.982 y cuyo artículo 305 establece que “las investigaciones sumariales administrativas revestirán carácter de secreto hasta el dictado del auto de imputación”. 

De este modo, se dotaría a nuestro ordenamiento jurídico de mayor coherencia y se haría garantizando que la sociedad civil tenga la posibilidad de controlar el accionar de la policía provincial y, específicamente, el procedimiento establecido para la sanción de las faltas funcionales de sus miembros.
Finalmente, destaco la labor de asistencia y asesoramiento jurídico llevado a cabo por Aníbal Hnatiuk en la elaboración de esta iniciativa.
Por todo lo expuesto, solicitamos a nuestros pares, el pronto tratamiento y aprobación del presente proyecto de ley. 

